
 
 

LOS PENSIONISTAS DE COESPE TENÍAMOS RAZÓN 
 

Las clases dominantes, las élites, han declarado la guerra a los ciudadanos. Como nunca, los grupos 
de poder han impuesto sus deseos a los Estados. El proceso de priva9zación de las pensiones, puesto en 
marcha por el ejecu9vo, es uno de esos ejemplos. Ha sido un proceso gradual que ha contado desde el 
comienzo con la aquiescencia de gran parte de la denominada “izquierda compa9ble” y las grandes 
fuerzas sindicales. 

  
Pensaron que sería un proceso sin oposición. Ni José Luis Escrivá ni el ejecu9vo contaban con la 

resistencia del movimiento pensionista en estos años. Este movimiento social se ha ido fortaleciendo e 
introduciendo un nuevo relato. Una de estas victorias fue impulsar una Auditoria de las Cuentas de la 
Seguridad social consiguiendo su inclusión en la primera de las leyes del proceso de reformas de pensiones 
del gobierno de progreso. Sabíamos que durante décadas el dinero de las pensiones ha servido para mil 
cosas ajenas a los propios pensionistas. Lo ha reconocido José Luis Escrivá. Según sus cálculos son 140.000 
millones de € los gastos “indebidos” asumidos por la Seguridad Social en los úl9mos 30 años, según los 
resultados del “Informe sobre la acción protectora de la Seguridad Social y la Financiación del Estado”.  

 
No podemos dejar de destacar que Escrivá pretende que este informe sea sus9tuto de la exigencia 

legal del gobierno de encargar una auditoria de las cuentas de la Seguridad Social desde 1967 hasta 2019 
por el Tribunal de Cuentas, que es la ins9tución des9nada a auditar la veracidad y legalidad de las cuentas 
públicas. 

    
El documento realiza un análisis de la deuda, no reconocida, del Estado para con la Seguridad 

Social. Las cifras indican que la SS 9ene un superávit de más de 30.000 millones que debería haber nutrido 
la “hucha de las pensiones”. Se han come9do autén9cos saqueos a las pensiones. Cuando los diferentes 
ejecu9vos u9lizaban para fines ajenos a la SS dinero de las pensiones y este fondo entraba en déficit, el 
gobierno de turno otorgaba un crédito para cubrir el agujero que ellos mismos habían generado. Ese falso 
déficit alcanza la cifra de los 100.000 millones de euros. Era la excusa perfecta para que, inmediatamente, 
el ministro de turno exclamara rasgándose las ves9duras que había déficit y que era necesario recortar 
pensiones como propuso Rajoy o retrasar la edad de jubilación como propone el actual ejecu9vo. 

  
Los pensionistas ya adver9mos, y Escrivá lo ha reconocido, que el Estado debe a la Seguridad Social 

en concepto de gastos indebidos la friolera de más de 140.000 millones de € desde finales de la década 
de los 80. Ya lo adelantó el Tribunal de Cuentas en su informe de enero del 2020, que situó la deuda en 
103.690 millones de €. El Tribunal de Cuentas hacia una recomendación al gobierno, que este no parece 
querer cumplir: "Que proceda a efectuar la liquidación efec2va de los gastos no contribu2vos que fueron 
asumidos por la Seguridad Social con cargo a sus recursos, consiguiendo de facto la efec2va separación 
de las fuentes de financiación recogida en la Recomendación primera del Pacto de Toledo". 

 
En ningún momento del documento se establece como se ha de reintegrar esas can9dades. Es un 

tema especialmente grave no sólo por la enorme cuanaa, sino porque rompe el relato creado para 



jus9ficar la priva9zación de las pensiones y su rechazo a admi9r las reivindicaciones de los pensionistas. 
José Luis Escrivá no quiere que la Auditoría de Cuentas indague en los cajones del Ministerio de Hacienda, 
su pesar, ha tenido que presentar algunas cuentas en un intento de acallar el movimiento pensionista; 
pretende que con este documento, que nada 9ene que ver con lo que realmente es una auditoria,  nos 
conformemos. A pesar de que Ley de reforma de las pensiones de 28 de diciembre de 2021 le obliga, el 
ejecu9vo no ha cumplido ni los 9empos,  ni la ejecución de la auditoria pública exigida por la ley. Ahora el 
ejecu9vo pretende, con la excusa de la falta de 9empo, evitar ese debate y acallarlo en la vorágine 
electoral que nos espera desde ahora las elecciones. 

  
Escrivá oculta más cosas. La Ley impone un informe de auditoría desde el año 1967 hasta 2019, 

incluidos, el informe del ministro sólo se plantea desde los 80. Desde 1967 ha sido habitual que los 
gobiernos para suplir las insuficiencias imposi9vas u9lizaran las co9zaciones y superávits de la SS, de 
hecho un informe de 2016 presentado por CCOO en su comparecencia en la Comisión Parlamentaria del 
Pacto de Toledo de noviembre de 2016 es9mó que “si esta u2lización de las co2zaciones sociales para 
fines adicionales al pago de pensiones se hubiera acumulado, hoy se dispondría de un Fondo de Reserva 
de 519.104 millones de euros. Y no habría problema para financiar el aumento del gasto La clase polí9ca 
corrió un tupido velo. Las escasas voces que se alzaron fueron acalladas. El saqueo de las arcas de la 
Seguridad Social fue también uno de los peajes imprescindibles de la llamada “transición democrá9ca”. 
 

Ha sido la insistencia de COESPE, fundamentalmente, quien han logrado “colocar” la existencia de 
los gastos impropios en la centralidad del debate sobre la sostenibilidad del Sistema Público de Pensiones. 
Pero es justo reconocer que hemos contado con el apoyo de otros colec9vos sindicales. En este sen9do 
queremos resaltar la importancia del acuerdo de la Federación de Pensionistas de la UGT de 1/06/23 
solicitando la puesta en prác9ca ya de la Auditoria de las Cuentas de la S/S. 

“Seguimos exigiendo la necesaria realización de la auditoría de las cuentas de la Seguridad Social, queremos, 
necesitamos saber, dónde y cómo se encuentran esos miles/cientos de millones de euros que pertenecían al 
sistema de pensiones públicas, no nos conformamos simplemente con un aporte anual del Gobierno, queremos 
conocer las cifras exactas, como se contabilizaron, para que situaciones como esta no vuelvan a repe@rse nunca 
más.” 
Durante estos úl9mos 30 años los diferentes gobiernos han u9lizado los ingresos de los 

pensionistas para pagar gastos que deberían ser abordados desde el presupuesto del Estado. Se ha hecho, 
y no poca, polí9ca par9dista u9lizando los fondos des9nados a las pensiones. El ejecu9vo intenta 
confundirnos con medias verdades, no quiere abordar el saqueo que se ha producido en las pensiones 
porque se demostraría que no están en riesgo y que la priva9zación no es sino un engaño para favorecer 
a unos pocos a cambio de la inmensa mayoría.  
 

PARA COESPE LA EXIGENCIA DE REALIZACIÓN DE LA AUDITORÍA ES IRRENUNCIABLE. 
GOBIERNE QUIEN GOBIERNE LAS PENSIONES PÚBLICAS SE DEFIENDEN 
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